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Amparo en Revisión 1219/2015 
 

El argumento toral del recurrente consistió, a grandes rasgos, en que le causaban 

perjuicio los artículos 3 y 24 Bis, en relación con el artículo 32 y la fracción XVII del artículo 33, 

y todos los anteriores vinculados con los artículos Sexto y Décimo Segundo Transitorios, 

mediante los que se establecieron las Bases para la emisión de los Lineamientos de 

Alimentación en las Escuelas, pues de éstas se advertía un trato diferenciado, en la medida 

que únicamente se garantizaban alimentos para los alumnos inscritos en escuelas con índices 

de pobreza y marginación. Lo anterior, pues a juicio del recurrente, de conformidad con los 

artículos 3° y 4° constitucionales, el Estado tiene la obligación de proveer de alimentos 

gratuitos a todos los alumnos del Sistema Educativo Nacional, sin que deban acreditarse 

cuestiones de pobreza o marginación, sino que basta simplemente su condición de seres 

humanos.  

  

La Suprema Corte de Justicia de la Nación por su parte advirtió que los Estados deben 

cumplir ciertos elementos mínimos que permitan, en la medida de lo posible, que las personas 

puedan ejercerlos. 

 

Al respecto, se requiere el cumplimiento de los siguientes elementos:  

a) accesibilidad económica, es decir, los alimentos deben estar al alcance de las 

personas desde el punto de vista monetario, en condiciones que les permitan tener una 

alimentación suficiente y de calidad.  

b) accesibilidad social, la cual implica que los alimentos deben estar al alcance de 

todos los individuos, incluidas las personas que se encuentren en alguna situación de 

vulnerabilidad. 

 

El derecho a la alimentación impone tres niveles de protección, de los cuales cabe 

distinguir entre aquellas medidas de aplicación inmediata y aquellas de cumplimiento 

progresivo. En ese orden de ideas, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 

establecido que debe realizarse una separación analítica entre las “distinciones” y 

“discriminaciones”, de tal suerte que las primeras constituyen diferencias compatibles con la 

Convención Americana por ser razonables, proporcionales y objetivas, mientras que las 

segundas constituyen diferencias arbitrarias que redundan en detrimento de los derechos 

humanos. 

 

De esta forma, se concluye que, toda política estatal tendiente a establecer tratos 

diferenciados por alguno de los motivos prohibidos por el último párrafo del artículo 1° 

constitucional se debe considerar discriminatorio, a no ser que exista una causa que la 

legitime, y cuyo único fin sea promover el bienestar en una sociedad democrática. En ese 

orden de ideas, es innegable que algunos grupos o personas especialmente aquellos en 
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alguna situación de vulnerabilidad enfrentan obstáculos especiales de carácter económico-

sociales, que les impiden acceder a una alimentación adecuada, haciendo necesaria la 

intervención del Estado. 

 

En síntesis, a juicio de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

las políticas estatales tendientes a promover la igualdad social, así como a romper las barreras 

que impiden que todas las personas puedan gozar en un plano de igualdad de todos sus 

derechos no pueden ser consideradas discriminatorias; por lo tanto se confirma la sentencia 

recurrida y no se concede el amparo al recurrente. 

 


